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RECURSO 62/2026 
RESOLUCIÓN 97/2026 
 
 
Resolución 97/2026, de 14 de mayo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 62/2026, 
interpuesto por Interim Aire ETT, S.L. contra el acuerdo de la 
Fundación Siglo para el Turismo y las Artes de Castilla y León, por el 
que se le excluye del procedimiento de licitación, y contra la 
resolución de la misma fundación, de 2 de marzo de 2026, por la que 
se adjudica el contrato de servicios de puesta a disposición de 
personal en las Oficinas de Turismo que gestiona la Fundación Siglo 
para el Turismo y las Artes de Castilla y León en las ciudades de Ávila, 
Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid, 
Zamora y la oficina de promoción turística de Castilla y León en 
Madrid (expediente LI92TR25). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 14 de agosto de 2025 se publica en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público (PLACSP) el anuncio de licitación, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares (PCAP), el pliego de prescripciones 
técnicas (PPT) y demás documentación relativa al expediente para la 
contratación de los servicios de puesta a disposición de personal en las Oficinas 
de Turismo que gestiona la Fundación Siglo para el Turismo y las Artes de 
Castilla y León en las ciudades de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, 
Segovia, Soria, Valladolid, Zamora y la oficina de promoción turística de Castilla 
y León en Madrid. 
 

Segundo.- Por acuerdo de la Fundación Siglo para el Turismo y las 
Artes de Castilla y León (en adelante, la Fundación Siglo), de 20 de octubre de 
2025, se adjudica el contrato a Interim Aire Empresa de Trabajo Temporal, 
S.L.U. 
 

Tercero.- El 10 de noviembre de 2025 D. yyy1, en representación de 
Iman Temporing Empresa de Trabajo Temporal, S.L., interpone recurso 
especial en materia de contratación contra el referido acuerdo de adjudicación. 
Considera que la adjudicataria no ha justificado la anormalidad de su oferta. 
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En particular, alega, por los motivos que detalla, que la adjudicataria aporta 
en la justificación de su oferta costes de personal y tipos de cotización de la 
Seguridad Social que, además de insuficientes respecto de los exigidos 
legalmente, son incorrectos. A dicho recurso se le asigna el número 219/2025. 
 

Cuarto.- Por Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, este Tribunal 
estima parcialmente el citado recurso especial en materia de contratación, 
anula el acuerdo de adjudicación y ordena la retroacción del procedimiento al 
momento inmediatamente anterior a la emisión del informe técnico de 29 de 
septiembre de 2025, con el fin de que el órgano de contratación proceda a 
valorar motivadamente si la oferta de la adjudicataria cumple el PPT y, en caso 
afirmativo, si procede o no tener por justificada la anormalidad de su oferta, a 
la vista de las circunstancias puestas de manifiesto con ocasión de este recurso. 

 
Quinto.- El 16 de diciembre de 2025 el órgano de contratación, en 

cumplimiento de la mencionada Resolución 243/2025, dicta un acuerdo por el 
que procede a “anular la adjudicación a Interim Aire, ETT, S.L.U. y a ordenar 
la retroacción del expediente” en los términos de la citada resolución. 

 
Sexto.- El 15 de enero de 2026 la División de Actividades y Promoción 

Turística emite informe en el que señala que “la empresa Interim Aire ETT ha 
aplicado unos costes de Seguridad Social muy inferiores a los que 
correspondería, el 29,9% frente al 31,1%, siendo unos costes de obligado 
cumplimiento para todas las empresas, lo que puede haber conducido a una 
conformación y oferta de precios excesivamente bajos que pueden poner en 
riesgo la correcta ejecución del contrato y derivar no solo perjuicios para la 
Fundación Siglo en la prestación del servicio, sino también incurrir en posibles 
responsabilidades”. Concluye que “atendiendo a lo anterior procedería la 
exclusión de dicha oferta y la adjudicación del contrato a la siguiente oferta 
económicamente más favorable (…)”. 

 
Séptimo.- El 4 de febrero de 2026 la mesa de contratación considera 

que “el informe técnico remitido no cumple con la parte dispositiva de la 
resolución del TARCCYL, donde se exige, en primer término, que se analice si 
la oferta de la empresa Interim Aire ETT, S.L.U., cumple el PPTP y, en segundo 
término y en caso afirmativo, si procede o no tener por justificados los valores 
anormalmente bajos de la oferta de esta empresa, realizando los cálculos en 
los que debería tenerse en cuenta lo establecido en la referida resolución”. Por 
ello, acuerda requerir a la División de Actividades y Promoción Turística para 
que elabore un nuevo informe. 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

3 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

Octavo.- El 10 de febrero de 2026 la División de Actividades y Promoción 
Turística emite un nuevo informe técnico que concluye que la empresa Interim 
Aire ETT, S.L.U., no justifica los valores anormalmente bajos de su oferta “lo 
que pone en riesgo la correcta ejecución del contrato”. 

 
Noveno.- El 13 de febrero de 2026 la mesa de contratación acepta las 

argumentaciones contenidas en el informe técnico de 10 de febrero de 2026 
y propone el rechazo de la oferta de Interim Aire ETT, S.L.U. 

 
Décimo.- Por acuerdo del órgano de contratación, de 17 de febrero de 

2026, se excluye a Interim Aire ETT, S.L.U. del procedimiento de contratación 
“al no estar suficientemente justificados los valores anormalmente bajos de su 
oferta económica”. 

 
Undécimo.- El 2 de marzo de 2026 se publica en la PLACSP la 

adjudicación del contrato a Iman Temporing Empresa de Trabajo Temporal, 
S.L. 

 
Duodécimo.- El 10 de marzo de 2026 D. yyy2, en representación de 

Interim Aire ETT, S.L., interpone recurso especial en materia de contratación 
contra los referidos acuerdos de exclusión y de adjudicación.  
  

Decimotercero.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el 
informe al recurso del órgano de contratación, de 16 de marzo de 2026, en el 
que se solicita la desestimación del recurso y se solicita el levantamiento de la 
suspensión del procedimiento “por razones de imperiosa necesidad operativa”. 

 
Decimocuarto.- Por Acuerdo 19/2026, de 18 de marzo, este Tribunal 

levanta la suspensión automática del procedimiento de adjudicación. 
 

Decimoquinto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, 
el 24 de marzo de 2026 Iman Temporing Empresa de Trabajo Temporal, S.L., 
presenta alegaciones en las que, por los argumentos que expone, solicita la 
desestimación del recurso.  
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
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de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. 
 

3º.- El recurso se ha interpuesto frente a la exclusión y la adjudicación 
de un contrato de servicios cuyo valor estimado (845.728,13 euros) es superior 
a 100.000 euros, susceptibles, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme a los artículos 44.1.a), 44.2.b) (que consideran actos 
de trámite cualificados los actos de la mesa o del órgano de contratación por 
los que se acuerde la exclusión de ofertas), y 44.2.c), todos ellos de la LCSP. 

 
Hay que tener en cuenta que según doctrina reiterada de este Tribunal 

(entre otras, la reciente Resolución 183/2025 y las resoluciones 76/2022, de 2 
de junio, 124/2021, de 9 de septiembre, o 33/2018, de 4 de mayo) la LCSP 
permite dos posibilidades de impugnación de los actos de exclusión: 

 
- El recurso especial contra el acto de trámite cualificado, que 

podrá interponerse a partir del día siguiente a aquél en el que el interesado 
haya tenido conocimiento de la posible infracción (artículo 50.1.c de la LCSP).  

 
- El recurso especial contra el acto de adjudicación, que podrá 

interponerse en el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente 
a aquél en el que se notifique la adjudicación (artículo 50.1.d de la LCSP).  

 
Estos dos posibles recursos no son acumulativos, sino que tienen 

carácter subsidiario, de manera que en el caso de que no se notifique 
debidamente al licitador su exclusión del procedimiento este podrá impugnarla 
mediante el recurso que interponga contra el acto de adjudicación.  

 
En este supuesto, del expediente remitido consta que la resolución por 

la que se excluye a la recurrente se notificó a través de la PLACSP el 17 de 
febrero de 2026 y que la recurrente interpuso recurso especial contra la misma 
el 10 de marzo 2026. Por tanto, resulta acreditado que el recurso contra el 
acuerdo de exclusión se ha interpuesto en el plazo de quince días hábiles a 
contar desde la fecha de notificación. 
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Por otro lado, el recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el 
plazo previsto en el artículo 50.1.d) de la LCSP. La resolución objeto de 
impugnación se publicó en la PLACSP el 2 de marzo de 2026 y la recurrente 
interpuso recurso especial contra la misma el 10 de marzo siguiente. 
 

4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si las resoluciones impugnadas se ajustan al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y, en especial, al PCAP y al PPT que constituyen la ley del contrato, tal como 
viene afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 
La recurrente formula, en síntesis, las siguientes alegaciones: 
 

1) Infracción del artículo 149 de la LCSP. Alega que existe un 
incumplimiento del alcance de la retroacción ordenada por este Tribunal y una 
“sustitución indebida de la justificación empresarial por una valoración 
económica propia del órgano de contratación”. 
 

2) Interpretación errónea de los pliegos y de la normativa laboral 
aplicable en relación con la modalidad contractual de los trabajadores puestos 
a disposición. 

 
3) Falta de motivación suficiente del acuerdo de exclusión, 

vulneración de los límites de la discrecionalidad técnica y cambio injustificado 
de criterio respecto de la viabilidad de la oferta. 

 
4) Nulidad de la cláusula del PPT que impone la utilización de 

contratos de duración determinada por resultar contraria al ordenamiento 
jurídico y a los principios de libertad de empresa y libre competencia. 
  

Expuestos los argumentos en los que funda su recurso la recurrente, 
este Tribunal considera preciso señalar, antes de analizar el fondo del asunto, 
que no consta en el expediente que la recurrente haya impugnado la 
Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, detallada en el antecedente de 
hecho cuarto de esta resolución, por la que se estima parcialmente el recurso 
especial en materia de contratación n.º 219/2025. Por ello, se presume que 
esta resolución es firme y consentida por la recurrente.  

 
A) Por lo que se refiere al incumplimiento de la Resolución 243/2025 

de este Tribunal y la infracción del artículo 149 de la LCSP. 
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En cuanto al incumplimiento de la Resolución 243/2025, la recurrente 
alega que “el Tribunal no ordenó la exclusión de la oferta presentada por 
Interim Aire ETT, ni declaró la inviabilidad de la misma, sino que se limitó a 
exigir una nueva valoración motivada de la justificación presentada, en el 
marco del procedimiento previsto en el artículo 149 de la LCSP”. Considera 
que “el órgano de contratación no se ha limitado a cumplir el mandato 
contenido en la resolución del Tribunal, sino que ha excedido su alcance al 
sustituir la valoración de la justificación por una revisión completa de la oferta 
económica”. Además, señala que “la Administración ha sustituido el análisis y 
fundamentación de viabilidad de la oferta por una valoración económica 
alternativa, alterando el objeto del procedimiento previsto en el artículo 149 
LCSP”. Por último, sostiene que “el nuevo informe técnico introduce 
parámetros y cálculos que no formaron parte del debate contradictorio con mi 
representada Interim Aire ETT, vulnerando así el procedimiento previsto en el 
citado precepto 149 de la LCSP”. 

 
Este Tribunal, en la Resolución 243/2025, “considera, analizadas las 

alegaciones de la recurrente, que debe anularse el acuerdo de adjudicación 
impugnado retrotrayendo el procedimiento al momento inmediatamente 
anterior a la emisión del informe técnico, de 29 de septiembre de 2025, con el 
fin de que el órgano de contratación proceda a valorar motivadamente si 
procede o no tener por justificada la anormalidad de la oferta de la 
adjudicataria, a la vista de las circunstancias puestas de manifiesto con ocasión 
de este recurso. En concreto, el órgano de contratación deberá valorar, 
teniendo en cuenta que el apartado 6 del PPT establece que `el contrato de 
trabajo celebrado entre la adjudicataria y el trabajador para prestar servicios 
en la Fundación Siglo sólo podrá ser de duración determinada´, si la oferta de 
la adjudicataria cumple el PPT y, en caso afirmativo, si la justificación 
presentada de su baja motiva satisfactoriamente el bajo nivel de precios 
ofertados o de costes propuestos”. 

 
La prueba que obra en el expediente acredita que el órgano de 

contratación cumplió en sus propios términos la Resolución 243/2025 de este 
Tribunal. En este sentido, tal y como se ha expuesto en los antecedentes de 
hecho de esta resolución, el órgano de contratación ordenó la retroacción del 
procedimiento al momento inmediatamente anterior a la emisión del informe 
técnico de 29 de septiembre de 2025, para que se valorara motivadamente si 
procedía o no tener por justificada la anormalidad de la oferta de la 
adjudicataria, a la vista de las circunstancias puestas de manifiesto con ocasión 
del anterior recurso. Asimismo, el informe técnico emitido el 10 de febrero de 
2026 por la División de Actividades y Promoción Turística valoró motivadamente, 
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teniendo en cuenta que el apartado 6 del PPT establece que “el contrato de 
trabajo celebrado entre la adjudicataria y el trabajador para prestar servicios 
en la Fundación Siglo sólo podrá ser de duración determinada”, si la oferta de 
la adjudicataria cumplía el PPT y si la justificación presentada de su baja 
motivaba satisfactoriamente el bajo nivel de precios ofertados o de costes 
propuestos. Así, el informe concluye que la oferta de la adjudicataria, a pesar 
de cumplir el PPT, no justifica, por las razones señaladas, los valores 
anormalmente bajos de su oferta, lo que pone en riesgo la correcta ejecución 
del contrato. 

 
Por otro lado, aparece acreditado el cumplimiento de los trámites 

previstos en el procedimiento contradictorio regulado en el expresado artículo 
149 de la LCSP.  

 
En este supuesto, la cláusula 17 del PCAP establece que “La apreciación 

del carácter anormalmente bajo de las ofertas se realizará de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 149 de la LCSP, aplicando los parámetros objetivos 
establecidos en el artículo 85 del Reglamento General de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 
12 de octubre, en adelante RGLCAP. A estos efectos se tomará como 
referencia el importe resultante de la suma total del número de horas anuales 
estimadas a contratar a través de contratos de puesta a disposición (6000 
horas), multiplicado por la tarifa precio/hora que se obtiene de multiplicar el 
salario/hora establecida en el Convenio Colectivo de aplicación (15,48 euros) 
por el coeficiente multiplicador ofertado. También se considerarán 
desproporcionadas o anormales las ofertas económicas que se encuentren por 
debajo de los costes salariales”. 

 
La oferta presentada por la recurrente incurrió en presunción de 

anormalidad al estar por debajo del 25 % del presupuesto correspondiente a 
una anualidad. Por ello, la mesa de contratación concedió a aquella un plazo 
hasta el 26 de septiembre de 2025 “para que se justificara y desglosara 
razonada y detalladamente el bajo nivel de los precios o de los costes”. 

 
La recurrente presentó en el plazo concedido la justificación requerida, 

cumpliendo las exigencias del artículo 149.4 de la LCSP, dirigida a motivar la 
viabilidad de su oferta. 

 
El 10 de febrero de 2026 la División de Actividades y Promoción Turística 

emite un nuevo informe técnico que concluye que la empresa no justifica los 
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valores anormalmente bajos de su oferta, “lo que pone en riesgo la correcta 
ejecución del contrato”. 

 
El 13 de febrero la mesa de contratación acepta las argumentaciones 

contenidas en el informe técnico de 10 de febrero de 2026 y propone el 
rechazo de la oferta de Interim Aire ETT, S.L.U. 

 
Finalmente, por acuerdo del órgano de contratación, de 17 de febrero 

de 2026, se excluye a la recurrente del procedimiento de contratación “al no 
estar suficientemente justificados los valores anormalmente bajos de su oferta 
económica”. 

 
En virtud de lo expuesto, tal y como ya se ha dicho, aparece acreditado 

el cumplimiento de los trámites previstos en el procedimiento contradictorio 
regulado en el expresado artículo 149 de la LCSP. El órgano de contratación 
ha exteriorizado, de forma motivada, las razones que justifican la falta de 
viabilidad de la oferta de la recurrente, por lo cual no hay defectos formales 
que puedan imputarse a la adjudicación. 

 
Por tanto, se desestima esta alegación. 

 
B) En cuanto a la interpretación errónea de los pliegos y de la normativa 

laboral aplicable en relación con la modalidad contractual de los trabajadores 
puestos a disposición. 
 

La recurrente sostiene que “El acuerdo de exclusión se fundamenta 
esencialmente en la premisa de que los trabajadores puestos a disposición de 
la Fundación Siglo debían necesariamente ser contratados mediante contratos 
de duración determinada, lo que, según el informe técnico, obligaría a incluir 
determinados costes adicionales en la estructura económica de la oferta. Sin 
embargo, dicha premisa carece de fundamento jurídico”. Considera que 
“Aceptar el planteamiento del informe técnico implicaría, en la práctica, obligar 
a las empresas de trabajo temporal a recurrir exclusivamente a contratos de 
duración determinada, incluso en aquellos supuestos en los que el ordenamiento 
jurídico permite formalizar contratos indefinidos bajo la modalidad de fijo 
discontinuo. Una interpretación de este tipo no solo carece de apoyo en los 
pliegos de la licitación, sino que además conduce a una consecuencia contraria 
a los propios principios de la normativa laboral, al fomentar una mayor 
precariedad en el empleo de los trabajadores, privándoles de una modalidad 
contractual que les proporciona mayor estabilidad y continuidad en su relación 
laboral”. Y destaca que “ni el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares 
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ni el Pliego de Prescripciones Técnicas imponen una modalidad contractual 
concreta, limitándose a indicar que la prestación del servicio se realizará 
mediante contratos de puesta a disposición (…)”. 
 

Esta cuestión ya fue resuelta por este Tribunal en la Resolución 
243/2025, de 11 de diciembre, como cuestión previa antes de analizar el fondo 
del asunto, en la que se señaló lo siguiente: 
 

“El apartado 6 del PPT regula los `plazos para la puesta a 
disposición´. En concreto, establece lo siguiente:  
 

»`El periodo de tiempo que transcurre desde que la 
Fundación Siglo comunica mediante correo electrónico a la empresa 
adjudicataria la necesidad de un determinado trabajador hasta su puesta a 
disposición, no podrá ser superior a 48 horas (naturales) y para supuestos 
derivados de incidencias imprevistas de urgente cobertura, no podrá ser 
superior a 4 horas (naturales).  
 

»El contrato de trabajo celebrado entre la adjudicataria y 
el trabajador para prestar servicios en la Fundación Siglo sólo podrá ser de 
duración determinada, la cual coincidirá con la del contrato de puesta a 
disposición que se firma para cada servicio entre la Fundación Siglo y la 
empresa adjudicataria y, en todo caso, no podrá superar el periodo solicitado 
por la Fundación Siglo que se especificará en el correo electrónico en el que 
se comunica la necesidad de un trabajador a la adjudicataria.  

 
»La empresa adjudicataria no podrá celebrar contratos de 

puesta a disposición con plazo de finalización posterior al plazo de duración 
del contrato de servicios regulado por el presente Pliego, quedando extinguido 
en todo caso el contrato de puesta a disposición en el momento en el que 
dicho contrato de servicios llegue a su término, sin que esto suponga un coste 
adicional a cargo de la Fundación Siglo´.  
 

»Por tanto, los términos del apartado 6 del PPT son claros y 
exigen que `el contrato de trabajo celebrado entre la adjudicataria y el 
trabajador para prestar servicios en la Fundación Siglo sólo podrá ser de 
duración determinada, la cual coincidirá con la del contrato de puesta a 
disposición que se firma para cada servicio entre la Fundación Siglo y la 
empresa adjudicataria´. En consecuencia, los contratos de trabajo celebrados 
entre la adjudicataria y sus trabajadores deberán ser de duración determinada. 
Esto supone que deben aplicarse los costes de Seguridad Social y de personal 
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propios de este tipo de contrato, a los efectos de justificar el nivel de costes 
laborales ofertado”. 
 

En consecuencia, se desestima esta alegación.  
 

C) Por lo que se refiere a la falta de motivación suficiente del acuerdo 
de exclusión, vulneración de los límites de la discrecionalidad técnica y cambio 
injustificado de criterio respecto de la viabilidad de la oferta. 
 

La recurrente manifiesta que “(…) el acuerdo de exclusión se limita a 
reproducir los cálculos efectuados por el informe técnico, sin realizar un análisis 
efectivo de la justificación presentada por Interim Aire ETT ni explicar por qué 
dicha justificación resultaría insuficiente para acreditar la viabilidad de la 
oferta”. 
 

Argumenta que “El acuerdo de exclusión impugnado incurre igualmente 
en infracción del principio de discrecionalidad técnica que rige la actuación de 
los órganos de contratación en la valoración de las ofertas, al haberse 
producido un cambio radical de criterio técnico respecto de la viabilidad de la 
oferta presentada por Interim Aire ETT sin la existencia de hechos nuevos que 
lo justifiquen ni una motivación suficiente que explique dicha alteración del 
criterio previamente adoptado por la propia Administración”. 

 
Frente a ello, el informe técnico de la División de Actividades y Promoción 

Turística emitido el 10 de febrero de 2026 señala lo siguiente: 
 

“(…) esta División informa que, pese a que no consta que se haya 
producido ningún incumplimiento por parte de la empresa Interim Aire ETT, 
S.L.U., de las prescripciones técnicas particulares, se considera, teniendo en 
cuenta las consideraciones realizadas por el TARCCYL con motivo del recurso 
interpuesto, que no se justifica el carácter anormalmente bajo de su oferta por 
los siguientes motivos: 
 

»En primer lugar, porque debe aplicarse el porcentaje de 
cotización a la seguridad social correspondiente a los contratos de duración 
determinada puesto que esta categoría de contrato es la que se exige en el 
pliego de prescripciones técnicas, lo que supondría ya un incremento de 1,2 
puntos porcentuales respecto a la previsión de cotización realizada por la 
empresa Interim Aire ETT, S.L.U. 
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»En segundo lugar, porque tratándose necesariamente de 
contratos de duración determinada debe tenerse en cuenta también la 
indemnización por fin de contrato prevista en el artículo 49.1.c del Estatuto de 
los Trabajadores que supondría el incremento de un 5,36% más por hora 
trabajada considerando el coste de los 12 días por año trabajado prorrateado 
al coste por hora trabajada que ascendería a 0,83 euros. 
 

»En tercer lugar, porque la empresa tampoco ha tenido en 
cuenta en su oferta la cotización adicional por contrato inferior a 30 días, en 
aplicación del artículo 28 de la Orden PJC/178/2025, por la que se desarrollan 
las normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección 
por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional para 
el ejercicio 2025. La aplicación de esta cotización adicional supondría sobre la 
oferta presentada, un incremento de 32,60 euros por contrato, lo que, en una 
estimación de un promedio de 180 contratos anuales, supondría un incremento 
sobre la oferta presentada del 0,06%. 
 

»Y en cuarto lugar, porque de la suma de los anteriores 
incrementos descritos, y teniendo en cuenta el mecanismo de equidad 
intergeneracional previsto por la empresa para cada uno de los años de 
ejecución, se obtendría un porcentaje total de costes de entre un 39,79% para 
el año de menor importe y un 40,12% para el año de mayor importe, muy 
lejos en ambos casos de la previsión del 33,5% que hace la empresa para el 
año de mayor importe. 
 

»Por todo ello, teniendo en cuenta las consideraciones realizadas 
por el TARCCYL en su Resolución 219/2025 y los anteriores cálculos descritos, 
la División de Actividades y promoción Turística concluye que la empresa 
Interim Aire ETT, S.L.U., no justifica los valores anormalmente bajos de su 
oferta lo que pone en riesgo la correcta ejecución del contrato”. 
 

Por su parte, el acuerdo de exclusión del órgano de contratación está 
debidamente motivado porque reproduce los argumentos expuestos en el 
mencionado informe técnico y excluye a la recurrente por no “estar 
suficientemente justificados los valores anormalmente bajos de su oferta 
económica”. El informe técnico consta incorporado al expediente y la 
recurrente ha tenido conocimiento del mismo y, por tanto, de los motivos de 
su exclusión. Por ello, ninguna indefensión se le ha causado.  
  

Como ha manifestado este Tribunal, entre otras, en la reciente 
Resolución 185/2025, de 2 de octubre de 2025, “Es doctrina reiterada de los 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

12 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

Tribunales de contratación que el acto de adjudicación se entenderá motivado 
de forma adecuada si, al menos, contiene la información que permita al 
licitador interponer recurso en forma suficientemente fundado. De lo contrario, 
se le estaría privando de los elementos necesarios para configurar un recurso 
eficaz y útil, produciendo indefensión y provocando recursos indebidamente. 

 
»Cabe señalar que la motivación no precisa de un razonamiento 

exhaustivo y pormenorizado en todos los aspectos y perspectivas: basta con 
que sea racional y suficiente y con extensión de suficiente amplitud para que 
los interesados tengan el debido conocimiento de los motivos del acto para 
poder defender sus derechos e intereses; los motivos de hechos y de derecho 
pueden ser sucintos siempre que sean suficientes, como declara la 
jurisprudencia tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo 
(por todas, Sentencia del Tribunal Constitucional 37/1982, de 16 de junio y 
Sentencias del Tribunal Supremo de 9 junio 1986, 31 de octubre de 1995, 
20de enero 1998, 11 y 13 de febrero, 9 de marzo 1998, 25 de mayo 1998, 15 
de junio de 1998, 19 de febrero 1999, 5 de mayo de 1999 y 13 enero 2000)”. 

 
Por otra parte, este Tribunal admite que la motivación del acto puede 

realizarse por referencia a informes que ofrezcan justificación suficiente de su 
adopción. Así lo recogen, por ejemplo, las resoluciones 6/2014, 67/2018, 
77/2018, 103/2018 o 113/2018.  

 
En este supuesto, como afirma el adjudicatario en su escrito de 

alegaciones, “se razona en el informe -transcrito en el acuerdo de exclusión, 
aunque no en su totalidad- los motivos por los que, por un lado, no se da 
cumplimiento a las obligaciones de carácter laboral al no justificar los costes 
aplicables a los contratos de duración determinada aplicables a los trabajadores 
que deben ponerse a disposición y, como consecuencia de ello, no justificarse 
la viabilidad de la oferta para la ejecución del Contrato. En este sentido, la 
vulneración de las obligaciones aplicables en materia laboral de las ofertas 
incursas en temeridad debe suponer el rechazo automático de la oferta”. 

 
Las razones aducidas permiten concluir que el acuerdo de exclusión 

impugnado está debidamente motivado. 
 
En otro orden de cosas, respecto a la infracción del principio de 

discrecionalidad técnica alegada por la recurrente, el informe técnico parte de 
la premisa señalada por la Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, esto es 
que, de conformidad con el apartado 6 del PPT, los contratos de trabajo 
celebrados entre la adjudicataria y sus trabajadores deberán ser de duración 
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determinada. Circunstancia esta que supone que deben aplicarse los costes de 
Seguridad Social y de personal propios de este tipo de contrato, a los efectos 
de justificar el nivel de costes laborales ofertado. Por ello, los cálculos 
realizados en este informe técnico son distintos a los contenidos en los 
anteriores informes (que no tenían en cuenta esta circunstancia), sin que ello 
comporte una vulneración del principio discrecionalidad técnica.  
 

Es cierto que el 29 de septiembre de 2025 el jefe de la División de 
Actividades y Promoción Turística emite un informe en el que concluye que “la 
información aportada (por la ahora recurrente) justifica la viabilidad de la 
oferta (y) es suficiente para estimar adecuadamente los costes que implica la 
prestación del servicio”. Sin embargo, tal y como se ha expuesto, la Resolución 
243/2025, de 11 de diciembre, de este Tribunal anuló el acuerdo de 
adjudicación impugnado retrotrayendo el procedimiento al momento 
inmediatamente anterior a la emisión del informe técnico, de 29 de septiembre 
de 2025, con el fin de que el órgano de contratación procediera a valorar 
motivadamente si procede o no tener por justificada la anormalidad de la 
oferta de la adjudicataria, a la vista de las circunstancias puestas de manifiesto 
con ocasión de este recurso. En concreto, el órgano de contratación debía 
valorar, teniendo en cuenta que el apartado 6 del PPT establece que “el 
contrato de trabajo celebrado entre la adjudicataria y el trabajador para 
prestar servicios en la Fundación Siglo sólo podrá ser de duración 
determinada”, si la oferta de la adjudicataria cumple el PPT y, en caso 
afirmativo, si la justificación presentada de su baja motiva satisfactoriamente 
el bajo nivel de precios ofertados o de costes propuestos. 

 
El informe técnico emitido por la División de Actividades y Promoción 

Turística el 10 de febrero de 2026 tiene en cuenta las circunstancias puestas 
de manifiesta en la Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, de este Tribunal, 
que -recordemos- no consta impugnada por la recurrente, y concluye, por los 
argumentos señalados, que no justifica los valores anormalmente bajos de su 
oferta, lo que pone en riesgo la correcta ejecución del contrato.  

 
En este sentido, la Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, a la que 

íntegramente nos remitimos por economía procesal, analizó detalladamente el 
coste de Seguridad Social en los contratos de duración determinada objeto del 
contrato, la cotización para el personal en contratos celebrados por empresas 
de trabajo temporal, la formación obligatoria para los trabajadores puestos a 
disposición por parte de empresas de trabajo temporal y la indemnización por 
fin de contrato aplicable a contratos de duración determinada: 
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1.- En cuanto al coste de la seguridad social en los contratos de 
duración determinada objeto del contrato, la resolución concluye que “el 
sumatorio de todos los costes descritos (23,60% + 6,70% + 0,20% + 0,60%) 
implica que el coste de cotización a la Seguridad Social para los contratos de 
duración determinada es de un 31,1%, porcentaje superior al ofertado por la 
adjudicataria (ahora recurrente) que es del 29,90%”. 

 
2.- Por lo que se refiere a la indemnización por fin de contrato 

aplicable a contratos de duración determinada, la resolución indica que “El 
artículo 11.2 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las 
empresas de trabajo temporal establece lo siguiente: `2. Cuando el contrato 
se haya concertado por tiempo determinado, y en los mismos supuestos a que 
hace referencia el artículo 49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores, el 
trabajador tendrá derecho, además, a recibir una indemnización económica a 
la finalización del contrato de puesta a disposición equivalente a la parte 
proporcional de la cantidad que resultaría de abonar doce días de salario por 
cada año de servicio, o a la establecida en su caso, en la normativa específica 
que sea de aplicación. La indemnización podrá ser prorrateada durante la 
vigencia del contrato´”. La resolución señala que, “al exigir el apartado 6 del 
PPT que los contratos de trabajo celebrados entre la adjudicataria y el 
trabajador para prestar servicios en la Fundación Siglo solo podrán ser de 
duración determinada, deberá el órgano de contratación valorar si, como 
afirma la recurrente, la adjudicataria debió determinar en la justificación de su 
oferta la indemnización por fin de contrato aplicable a contratos de duración 
determinada y, en su caso, determinar la cuantía de la indemnización”. El 
informe técnico considera que, al tratarse necesariamente de contratos de 
duración determinada, debe tenerse en cuenta también la indemnización por 
fin de contrato prevista en el artículo 49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores, 
que supondría el incremento de un 5,36 % más por hora trabajada, 
considerando el coste de los 12 días por año trabajado prorrateado al coste 
por hora trabajada que ascendería a 0,83 euros. Circunstancia esta que no 
estaba prevista en la oferta de la recurrente. 

 
A mayor abundamiento, el informe técnico constata que la recurrente 

“tampoco ha tenido en cuenta en su oferta la cotización adicional por contrato 
inferior a 30 días, en aplicación del artículo 28 de la Orden PJC/178/2025, por 
la que se desarrollan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, 
desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y 
formación profesional para el ejercicio 2025. La aplicación de esta cotización 
adicional supondría sobre la oferta presentada, un incremento de 32,60 euros 
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por contrato, lo que, en una estimación de un promedio de 180 contratos 
anuales, supondría un incremento sobre la oferta presentada del 0,06%”. 

 
Por los motivos expuestos, el informe concluye que “de la suma de los 

anteriores incrementos descritos, y teniendo en cuenta el mecanismo de 
equidad intergeneracional previsto por la empresa para cada uno de los años 
de ejecución, se obtendría un porcentaje total de costes de entre un 39,79% 
para el año de menor importe y un 40,12% para el año de mayor importe, 
muy lejos en ambos casos de la previsión del 33,5% que hace la empresa para 
el año de mayor importe”. 

 
La recurrente no presenta prueba que permita desvirtuar el contenido 

del citado informe técnico ni discute motivadamente en su recurso estos 
conceptos. Conviene aclarar que la recurrente, al contrario de lo señalado en 
la Resolución 243/2025, de 11 de diciembre, de este Tribunal, parte de la 
premisa de que, para este contrato, en su condición de empresa de trabajo 
temporal puede celebrar con los trabajadores contratos indefinidos de carácter 
fijo discontinuo. 

 
Expuesto lo anterior, al no apreciarse manifiesto error, arbitrariedad o 

discriminación en la valoración técnica que desvirtúe la discrecionalidad técnica 
del órgano de contratación, procede la desestimación de esta alegación. 

 
D) Respecto a la nulidad de la cláusula del PPT que impone la utilización 

de contratos de duración determinada por resultar contraria al ordenamiento 
jurídico y a los principios de libertad de empresa y libre competencia. 

 
La recurrente alega que “La imposición por el pliego de una única 

modalidad contractual supondría, por tanto, imponer a los licitadores un 
modelo concreto de organización laboral que no viene exigido por la normativa 
aplicable, interfiriendo directamente en la relación laboral existente entre la 
empresa adjudicataria y sus trabajadores”. Añade que “La fundamentación 
resulta plenamente trasladable al presente caso, pues la exigencia contenida 
en el Pliego de Prescripciones Técnicas no deja margen alguno a la empresa 
para determinar la modalidad contractual aplicable a su personal, imponiendo 
una concreta forma de organización laboral (…)”. Afirma que “Si el pliego 
impone de forma detallada la modalidad contractual que debe utilizar el 
contratista con sus trabajadores, la Administración estaría interviniendo 
directamente en la gestión empresarial, desnaturalizando el propio concepto 
de contrato administrativo (...)”. Concluye que “una interpretación del pliego 
que obligara a las empresas licitadoras a utilizar exclusivamente contratos de 
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duración determinada supondría: imponer un modelo organizativo laboral no 
previsto por la normativa laboral vigente, interferir indebidamente en la relación 
laboral entre el empresario y sus trabajadores, restringir la libertad de empresa 
reconocida en el artículo 38 de la Constitución y limitar injustificadamente la 
libre competencia entre operadores económicos en el procedimiento de 
contratación”. Por ello, solicita la nulidad de la cláusula 6 del PPT. 

 
Por tanto, la recurrente impugna indirectamente los pliegos y considera 

que la regulación contenida en la cláusula 6 del PPT es nula por “restringir la 
libertad de empresa reconocida en el artículo 38 de la Constitución y por limitar 
injustificadamente la libre competencia entre operadores económicos”. 

 
En este supuesto, nos encontramos ante una impugnación extemporánea 

por la recurrente de los pliegos rectores de la licitación, pliegos que tienen la 
consideración de acto consentido y firme. A este respecto, debe recordarse, 
con carácter previo, lo establecido en el artículo 139.1 de la LCSP: “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”. 

 
Para resolver esta cuestión, esto es, la impugnación extemporánea de 

los pliegos por causa de nulidad, conviene traer a colación la Sentencia n.º 
398/2021, de 22 de marzo, de la Sala Contencioso-administrativo del Tribunal 
Supremo (rec. 4883/2019), que fija la doctrina de los límites de la impugnación 
indirecta de un pliego de contratación al tiempo de recurrir los actos de 
adjudicación o exclusión:  

 
“1° Es jurisprudencia constante de esta Sala que los 

pliegos son la ley del contrato y una vez aceptados, al no impugnarse en plazo, 
no pueden ser impugnados extemporáneamente: se tienen por firmes y 
consentidos, sin perjuicio de acudir al procedimiento de revisión de oficio, todo 
ello conforme al artículo 34 de la LCSP 2011, hoy artículo 41 de la LCSP 2017 
(cfr. la sentencia de esta Sala, Sección Quinta, de 4 noviembre 1997, apelación 
1298/1992).  
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»2° Tal regla general se basa en obvias razones de 
seguridad jurídica, por lo demás comunes a la preclusión de todo plazo 
impugnatorio, tanto si se trata de recursos administrativos ordinarios o el 
especial como el jurisdiccional; además en el ámbito contractual hay que 
añadir las razones de buena fe que presiden la vida del contrato: no la habrá 
si se aceptan y no se impugnan los pliegos, y se reacciona sólo cuando su 
aplicación resulta adversa.  

 
»3° En consecuencia, de no impugnarse los pliegos quedan 

convalidados, salvo que se inste su declaración de nulidad de pleno Derecho 
por el cauce ordinario de la revisión de actos firmes; y aun así la jurisprudencia 
siempre ha declarado que esa posibilidad debe administrarse con prudencia, 
debe ser una posibilidad apreciada excepcional y restrictivamente (cfr. 
sentencia 1615/2018, de 14 de noviembre, de esta Sección, recurso de casación 
4753/2017). 

 
»4° A esta jurisprudencia se añade la sentencia eVigilo, 

que matiza la regla general de inatacabilidad de los pliegos consentidos. Así 
en lo procedimental el plazo preclusivo para impugnarlos se inicia cuando el 
licitador `tuvo o debiera haber tenido conocimiento de la alegada infracción´, 
y en lo sustantivo esa infracción se concreta en que los pliegos le sean 
`incomprensibles o [carezcan] de claridad´. En otras palabras, es posible la 
impugnación indirecta cuando un `licitador razonablemente informado y 
normalmente diligente no pudo comprender las condiciones de la licitación 
[sino] hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber evaluado las 
ofertas, informó exhaustivamente sobre los motivos de su decisión´. 
Obviamente tales circunstancias deben estar probadas. 

 
»4. Aparte de las causas de impugnación indirecta deducibles de 

tal sentencia eVigilo, a estos efectos se plantea cuál es el alcance de las 
irregularidades que afectan a los principios de la contratación pública del 
artículo 18 de la Directiva 2014/24, si la causa de la ilicitud de los pliegos -la 
ausencia de criterios de valoración de las ofertas- debe integrarse en los 
motivos de nulidad del artículo 47.1 o si cabe su extensión a cualquier otra 
infracción conforme al artículo 48 de la Ley 39/2015. Esta Sala entiende que 
debe integrarse con los motivos de nulidad de pleno Derecho por las siguientes 
razones: (…). 

 
»5. Por razón de lo expuesto y a los efectos del artículo 93.1 de 

la LJCA, a la cuestión que presenta interés casacional objetivo se responde 
que cabe excepcionalmente la impugnación indirecta de los pliegos rectores 
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de la licitación, consentidos por no haberse impugnado directamente. Para ello 
deben probarse o las circunstancias a las que se refiere la jurisprudencia del 
TJUE o que incurren en motivos de nulidad de pleno Derecho, motivos que se 
aprecian de forma excepcional y restrictiva”. 

 
En el caso analizado, en primer lugar, este Tribunal considera que no 

se dan las condiciones para que sea aplicable la doctrina contenida en la citada 
sentencia eVigilo ya que el contenido de los pliegos, en concreto la cláusula 6 
del PPT, en lo que se refiere al contrato de trabajo celebrado entre la 
adjudicataria y el trabajador para prestar servicios en la Fundación Siglo, es 
claro y pudo ser recurrido en su momento.  

 
En este sentido, la cláusula 6 del PPT establece que “El contrato de 

trabajo celebrado entre la adjudicataria y el trabajador para prestar servicios 
en la Fundación Siglo sólo podrá ser de duración determinada, la cual 
coincidirá con la del contrato de puesta a disposición que se firma para cada 
servicio entre la Fundación Siglo y la empresa adjudicataria y, en todo caso, 
no podrá superar el periodo solicitado por la Fundación Siglo que se 
especificará en el correo electrónico en el que se comunica la necesidad de un 
trabajador a la adjudicataria”. 

 
Por consiguiente, resulta acreditado que la regulación contenida en el 

PPT, como ya indicó este Tribunal en la Resolución 243/2025, es clara y 
perfectamente comprensible para el licitador diligente. 

 
En segundo lugar, tampoco se aprecia causa de nulidad de pleno derecho. 

La recurrente considera, de forma genérica, que se vulnera injustificadamente 
la libre competencia entre operadores económicos y sostiene que existe una 
infracción del principio de libertad de empresa reconocida en el artículo 38 de 
la Constitución. 

 
En cuanto a la vulneración de la libre competencia y de la libertad de 

empresa, conviene recordar que las ETT puede celebrar con los trabajadores 
contratos de duración determinada y contratos de carácter fijo-discontinuo. En 
este sentido, el artículo 16.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, 
establece que “Asimismo, podrá celebrarse un contrato fijo discontinuo entre 
una empresa de trabajo temporal y una persona contratada para ser cedida, 
en los términos previstos en el artículo 10.3 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, 
por la que se regulan las empresas de trabajo temporal”. 
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A su vez, el artículo 10.3 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que 
se regulan las empresas de trabajo temporal, dispone que “Igualmente, las 
empresas de trabajo temporal podrán celebrar contratos de carácter fijo-
discontinuo para la cobertura de contratos de puesta a disposición vinculados 
a necesidades temporales de diversas empresas usuarias, en los términos 
previstos en el artículo 15 del Estatuto de los Trabajadores, coincidiendo en 
este caso los periodos de inactividad con el plazo de espera entre dichos 
contratos. En este supuesto, las referencias efectuadas en el artículo 16 del 
Estatuto de los Trabajadores a la negociación colectiva se entenderán 
efectuadas a los convenios colectivos sectoriales o de empresa de las empresas 
de trabajo temporal. Estos convenios colectivos podrán, asimismo, fijar una 
garantía de empleo para las personas contratadas bajo esta modalidad”. 

 
Por consiguiente, las ETT pueden celebrar con los trabajadores 

contratos de duración determinada. Así, el artículo 15.1 del Estatuto de los 
Trabajadores establece que “El contrato de trabajo de duración determinada 
solo podrá celebrarse por circunstancias de la producción o por sustitución de 
persona trabajadora”. Se trata, por tanto, de una modalidad de contrato 
laboral admitida por el Estatuto de los Trabajadores. La recurrente no aporta 
prueba ni presenta motivos suficientes por los que el hecho de requerir el PPT 
que el contrato de trabajo celebrado entre la adjudicataria y el trabajador para 
prestar servicios en la Fundación Siglo sólo podrá ser de duración determinada 
implique una restricción a la libre competencia y a la libertad de empresa. 

 
El informe al recurso del órgano de contratación expone: “Lo cierto es 

que, del Estatuto de los Trabajadores, se desprende la posibilidad de que el 
vínculo de la empresa de trabajo temporal y los trabajadores que contrata para 
poner a disposición de terceros puede ser fijodiscontinuo, casi como excepción, 
pero no es desde luego una imposición. Luego no hay ilegalidad en exigir que 
tal vínculo sea temporal ni la hay tampoco en el hecho de que así se recoja en 
el PPT (...). En ningún caso con esa redacción se está interviniendo en la 
organización interna de las empresas, muy al contrario, al exigir la temporalidad 
en el vínculo, se está haciendo más laxo el posible compromiso de la empresa 
de trabajo temporal con los trabajadores que contrate para su puesta a 
disposición de terceros”. 

 
La exigencia contenida en el apartado 6 del PPT, consistente en la 

necesidad de que los contratos celebrados entre la empresa adjudicataria y los 
trabajadores sean de duración determinada, encaja con la naturaleza del 
contrato y con su objeto, sin representar una vulneración a la igualdad de trato 
entre licitadores ni un obstáculo a la libre concurrencia, como tampoco una 
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injerencia en la organización laboral propia de las empresas. Como reconoce 
la adjudicataria en su escrito de alegaciones, “en el apartado 1 del PPT y en la 
cláusula 3 del PCAP, el objeto del contrato es la prestación de los servicios de 
puesta a disposición de personal, con el fin de cubrir las necesidades puntuales 
de refuerzo del personal propio en las Oficinas de Turismo que gestiona la 
Fundación Siglo. Por lo tanto, se trata de servicios de una duración específica 
y limitada, razón por la cual la Fundación Siglo ha optado por exigir la 
formalización de contratos de duración determinada”. Por ello, concluye que 
“la necesidad de que los contratos sean de duración determinada no es un 
requisito arbitrario, injustificado o restrictivo del derecho de libertad de empresa 
o de los principios de libre competencia e igualdad entre licitadores, sino que 
obedece a una posibilidad legalmente reproducida, que cobra especial sentido 
en atención al objeto contractual y a las necesidades para satisfacerlo”. 

 
Este Tribunal comparte los argumentos expuestos en el informe al 

recurso del órgano de contratación y en el escrito de alegaciones de la 
adjudicataria. El contrato de duración determinada es una modalidad de 
contrato laboral permitida por el Estatuto de los Trabajadores (artículo 15.1) 
que responde a la naturaleza y al objeto del contrato. Además, se enmarca 
dentro de la discrecionalidad técnica del órgano de contratación para configurar 
el objeto del contrato de la manera más adecuada para la satisfacción de las 
necesidades o funcionalidades que se pretenden satisfacer, sin vulnerar el 
principio de igualdad entre los licitadores ni suponer un obstáculo a la libre 
concurrencia o una injerencia a la libertad de empresa. Conviene recordar que 
el objeto del contrato es la prestación de los servicios de puesta a disposición 
de personal con el fin de cubrir las necesidades puntuales de refuerzo del 
personal propio en las Oficinas de Turismo que gestiona la Fundación Siglo, es 
decir, se trata de servicios de una duración específica y limitada, razón por la 
cual la Fundación Siglo ha optado por exigir la formalización de contratos de 
duración determinada. 

 
En consecuencia, se desestima también esta alegación. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 62/2026, interpuesto por Interim Aire ETT, S.L. contra el acuerdo de la 
Fundación Siglo para el Turismo y las Artes de Castilla y León, por el que se le 
excluye del procedimiento de licitación y contra la resolución de la misma 
fundación, de 2 de marzo de 2026, por la que se adjudica el contrato de 
servicios de puesta a disposición de personal en las Oficinas de Turismo que 
gestiona la Fundación Siglo para el Turismo y las Artes de Castilla y León en 
las ciudades de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, 
Valladolid, Zamora y la oficina de promoción turística de Castilla y León en 
Madrid (expediente LI92TR25). 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra 
esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es

